
C.A. de Santiago

Santiago, siete de junio de dos mil veintitr sé .

Vistos y teniendo presente:

Primero:  Que  don  Mario  Rodrigo  Valderrama  Venegas , 

abogado,  Fiscal  de  la  Superintendencia  de  Pensiones  y  don  Osvaldo 

Alejandro  Mac as  Mu ozí ñ ,  ingeniero  comercial,  Superintendente  de 

Pensiones,  recurren  de  protecci n  en  contra  del  ó Consejo  para  la  

Transparencia  acto ilegal y arbitrario ejecutado mediante la dictaci n deó  

la Resoluci n Exenta N  221 de fecha 13 de junio de 2022, la que rechazó ° ó 

los recursos de reposici n interpuestos en contra de la Resoluci n Exentaó ó  

N  25 de fecha 31 de enero de 2022, por medio de la cual se les impuso°  

una  sanci n  consistente  en  una  multa  ascendente  al  20%  de  suó  

remuneraci n  mensual,  por  la  supuesta  configuraci n  de  la  figura  deó ó  

denegaci n infundada del acceso a la informaci n, prevista en el art culo 45ó ó í  

de la ley 20.285 sobre acceso a la informaci n p blica (en adelante tambi nó ú é  

Ley de  Transparencia  o  simplemente  LT),  lo  cual  priva  y  perturba  sus 

garant as  constitucionales  protegidas  por  la  Carta  Fundamental  en  suí  

art culo 19 numerales 2 y 24.í

Exponen que la Superintendencia de Pensiones est  sujeta a la Ley Ná º 

20.285, sobre acceso a la informaci n p blica,  debiendo responder a losó ú  

requerimientos  que  efect en  particulares  para  acceder  a  informaci nú ó  

p blica, salvo que se configure alguna causal de reserva.ú

Dentro  de  dicho contexto,  con  fecha  15  de  octubre  de  2020  fue 

ingresada una solicitud de informaci n, consistente en el requerimiento de laó  

identificaci n completa de la funcionaria jefe de la sucursal de Maip  deó ú  

AFP PROVIDA S.A. Dicha solicitud se le comunic  a la persona afectadaó  

(jefa de la sucursal) el d a 9 de noviembre de 2020, de conformidad con elí  

art culo 20 de la ley 20.285, quien manifest  su oposici n a la entrega de suí ó ó  

informaci n  personal.  Con  igual  fecha,  por  tanto,  mediante  Oficioó  

Ordinario  N  23.124,  la  Superintendencia  de  Pensiones  le  notific  al° ó  

solicitante de informaci n una pr rroga de la fecha de respuesta, a la esperaó ó  

del pronunciamiento de la afectada.

Indican  que si  bien  el  plazo  para  dar  respuesta  a  la  solicitud  de 

informaci n terminaba el jueves 26 de noviembre de 2020, el d a lunes 30ó í  

de noviembre de 2020, es decir, dos d as h biles despu s del vencimientoí á é  

del  plazo,  la  Superintendencia le  comunic  al  solicitante,  por medio deló  
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Oficio Ordinario N  24.383, la imposibilidad de acceder a su solicitud por°  

existir  oposici n por  parte  de la  afectada,  la  que consta en el  D.E. Nó ° 

35.146. Por tanto, la negativa fue fundamentada por la Superintendencia en 

raz n de la oposici n expresa y escrita de la afectada, al estimar sta que laó ó é  

entrega de su identidad al  peticionario  de la  informaci n  constitu a unaó í  

vulneraci n a sus derechos.ó

Refieren que mediante Resoluci n Exenta N  25, de 31 de enero deó °  

2022, el Consejo para la Transparencia (en adelante CPLT ) les aplic  una“ ” ó  

multa  ascendente  al  20% de  la  remuneraci n  mensual  para  cada  uno,ó  

reprochando el retardo de 2 d as h biles en dar respuesta a una solicitud,í á  

por constituir una infracci n al art culo 45 la ley 20.285, que establece laó í  

figura de denegaci n infundada  de acceso a la informaci n. La decisi n“ ó ” ó ó  

sancionatoria se adopt  con 2 votos a favor (de los Sres. Gloria de la Fuenteó  

y Bernardo Navarrete) y un voto disidente (Sra. Natalia Gonz lez).á

Frente a lo anterior, se alan que dedujeron recursos de reposici n enñ ó  

contra de la Resoluci n Exenta referida, solicitando su absoluci n, los queó ó  

fueron rechazados por el Consejo Directivo del CPLT el d a 13 de junio deí  

2022 mediante Resoluci n Exenta N  221, nuevamente con la concurrenciaó °  

de un voto disidente por parte de la consejera Natalia Gonz lez. En ambosá  

casos -dicen-, el voto disidente se fund  en dos aspectos:ó

a)  En  primer  lugar,  los  hechos  que  motivaron  el  sumario  no 

configuran el tipo sancionatorio descrito en el art culo 45 de la ley 20.285,í  

pues  la  propia  ley  estatuye  que  cierta  informaci n  puede  ser  reservadaó  

cuando concurre la oposici n de un tercero cuyos derechos podr an verseó í  

afectados por su divulgaci n, como ocurre en el presente caso. ó

b) En segundo lugar, porque respecto de don Mario Valderrama no 

existe  legitimidad  pasiva  para  la  aplicaci n  de  la  sanci n,  toda  vez  eló ó  

art culo 45 se refiere a la í autoridad o jefatura o jefe superior del rgano o“ ó  

servicio de la Administraci n del Estado, requerido ,ó ”  y en este sentido, el 

Fiscal  de la Superintendencia de Pensiones no es, para efectos de la ley 

20.285, el jefe superior del servicio .“ ”

Argumentan que la Resoluci n impugnada es ilegal y arbitraria, puesó  

la respuesta entregada con 2 d as h biles de retraso por la Superintendenciaí á  

de  Pensiones  no constituye  una  denegaci n  infundada,  toda  vez  que laó  

denegaci n cumpli  con todos los requisitos previstos en el art culo 16 de laó ó í  

ley,  vale  decir,  (i)  se  formul  por  escrito,  (ii)  a  trav s  de  un  actoó é  
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administrativo electr nico y (iii) que la negativa se fund  en la aplicaci n deló ó ó  

art culo 20 de la ley 20.285. Adem s, la negativa en cuesti n se encontrabaí á ó  

plenamente justificada,  en cuanto existi  una oposici n  por parte  de unó ó  

tercero.

Por otro lado, sostienen que la extemporaneidad en la entrega de la 

informaci n no se encuentra recogida en el art culo 45 de la ley 20.285, laó í  

cual exige una  denegaci n infundada  “ ó ” en los  t rminos previstos  por elé  

art culo 16 de la  citada ley,  vulnerando en consecuencia el  principio deí  

tipicidad que debe regir los actos administrativos sancionatorios.

Exponen  que  la  ilegalidad  reclamada  se  configura  adem s  por  laá  

infracci n al principio de proporcionalidad, pues resulta excesivo aplicar unaó  

sanci n de multa por un retraso de dos d as h biles.ó í á

Finalmente, solicitan declarar como ilegal y arbitraria la Resoluci nó  

Exenta  N  221  de  fecha  13  de  junio  de  2022  del  Consejo  para  la°  

Transparencia;  ordenar  al  recurrido  dejarla  sin  efecto,  debiendo realizar 

todas las gestiones necesarias para el reintegro de las remuneraciones que se 

le hubiere descontado a los recurrentes por concepto de la multa impuesta; 

y  decretar  cualquier  otra  medida  de  protecci n  tendiente  a  proteger  oó  

cautelar  las  garant as  constitucionales  de  los  recurrentes,  con  expresaí  

condena en costas.

Segundo:  Que  don  David  Ibaceta  Medina,  abogado,  Director 

General del Consejo para la Transparencia, informa que luego de realizar 

una investigaci n sumaria en contra de la Superintendencia de Pensiones,ó  

por  eventuales  infracciones  a  la  Ley  de  Trasparencia,  el  investigador 

formul  dos cargos, uno en contra del Superintendente de Pensiones donó  

Osvaldo Mac as Mu oz -en su calidad de Jefe Superior del Servicio- y elí ñ  

otro  a  don  Mario  Valderrama  Venegas  -Fiscal  de  la  misma 

Superintendencia de Pensiones, en su calidad de Jefe de la Fiscal a a la queí  

pertenece la Unidad encargada de la gesti n de las solicitudes de acceso aó  

informaci n p blica-. Agrega que la mencionada investigaci n sumaria fueó ú ó  

finalmente  aprobada  por  mayor a,  estableci ndose  con  ello  laí é  

responsabilidad de los recurrentes respecto del primero de los cargos, esto 

es: 

“Por haber denegado infundadamente la entrega de la informaci nó  

solicitada  a  la  Superintendencia  de  Pensiones,  en  los  plazos  y  formas  

establecidos  en  la  Ley  N 20.285,  en  la  solicitud  que  se  indicar  m s° á á  
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adelante, como consecuencia de no haber ejercido ni adoptado, respecto del  

personal  de  su  dependencia,  medidas  eficaces  de  control  jer rquico,  deá  

supervisi n,  de  direcci n  y  coordinaci n  propios  de  su  cargo,  queó ó ó  

permitiesen dar cumplimiento a la entrega de la informaci n solicitada enó  

conformidad a lo dispuesto en la Ley N 20.285, transgrediendo el principio°  

de transparencia de la funci n p blica, que implica, entre otras conductas,ó ú  

el  facilitar  el  acceso a  cualquier  persona a  la  informaci n  de los  actos,ó  

resoluciones, procedimientos y documentos de la Administraci n, a trav só é  

de los medios y procedimientos que al efecto establece la Ley N 20.285; a°  

saber: 

C digo de acceso a la solicitud AL008T0003401; fecha de ingreso aló  

SAI de 15 de octubre de 2020 y fecha de vencimiento el 26 de noviembre  

de 2020.

La conducta descrita transgrede lo dispuesto en los art culos 4 , 5 ,í ° °  

10, 14 y 16 del art culo primero de la Ley N  20.285, sobre Acceso a laí °  

Informaci n  P blica;  situaci n  que  configura  la  infracci n  descrita  yó ú ó ó  

sancionable en virtud del art culo 45 de la misma ley, seg n el cual: Laí ú ‘  

autoridad  o  jefatura  o  jefe  superior  del  rgano  o  servicio  de  laó  

Administraci n  del  Estado,  requerido,  que  hubiere  denegadoó  

infundadamente el acceso a la informaci n, contraviniendo, as , lo dispuestoó í  

en  el  art culo  16,  ser  sancionado  con  multa  de  20%  a  50%  de  suí á  

remuneraci n .ó ’ ”

Por lo anterior -a ade-, se aplic  a cada uno de los recurrentes  lañ ó  

sanci n  de  multa  ascendente  al  20% de  la  remuneraci n  mensualizadaó ó  

percibida por cada uno durante el mes en que el Consejo Directivo del 

Consejo para la Transparencia adopte el acuerdo de ratificar la propuesta 

de Vista Fiscal y aplicar la sanci n respectiva. Los acuerdos adoptados seó  

ejecutaron a trav s de la Resoluci n Exenta N 25, de 31 de enero de 2022é ó °  

y la Resoluci n Exenta N  221, de 13 de junio de 2022, que rechaz  losó ° ó  

recursos de reposici n de los recurrentes de protecci n.ó ó

En cuanto al fondo, refiere en primer t rmino que el presente recursoé  

de  protecci n  debe  ser  rechazado,  por  cuanto  excede  las  materias  queó  

deben ser conocidas por la acci n de protecci n, atendida su naturalezaó ó  

cautelar.  Indica que la solicitud de acceso a la informaci n ingres  a laó ó  

Superintendencia el d a 15 de octubre de 2020, teniendo como plazo deí  

vencimiento original para dar respuesta al solicitante el 12 de noviembre de 
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2020. Con fecha 9 de noviembre de 2020 se confiri  traslado al terceroó  

involucrado,  quien  plante  su  oposici n  con fecha  16  de  noviembre  deó ó  

2020, comunic ndola a la Superintendencia el d a 19 de noviembre, por loá í  

que el plazo para entregar la informaci n se prorrog  para el d a 26 deó ó í  

noviembre  de  2020.  La  respuesta  final,  sin  embargo,  fue  remitida  al 

solicitante el d a 30 de noviembre de 2020, esto es, una vez vencido el plazoí  

legal que se ten a para ese efecto, lo que configura la denegaci n infundadaí ó  

de entrega de la informaci n al solicitante, pues vulnera el art culo 14 de laó í  

Ley de  Transparencia,  que  establece  un plazo  fatal  en  los  t rminos  delé  

art culo 50 del C digo Civil, por lo que la actuaci n es v lida si se ejecutaí ó ó á  

antes de la medianoche del ltimo d a del plazo, lo que no ocurri .ú í ó

En cuanto a la supuesta infracci n al principio de tipicidad, afirmaó  

que en relaci n con la responsabilidad administrativa de los funcionarios noó  

resulta aplicable el principio de tipicidad, que es sustituido por una regla 

general de previsibilidad conforme a los deberes que vienen impuestos por 

sus respectivos estatutos y que las hip tesis de denegaci n infundada deó “ ó  

acceso a la informaci n p blica , en los t rminos dispuestos en el art culoó ú ” é í  

45 de la Ley de Transparencia, no se limitan ni se agotan en la acci nó  

positiva  del  rgano  regulado  de  dictar  un  acto  administrativo  en  dichoó  

sentido, ya que ello implica desconocer habituales pr cticas omisivas, queá  

redundan en el  entorpecimiento injustificado del  derecho de acceso a la 

informaci n p blica, impl citamente garantizado en el art culo 19 numeraló ú í í  

12 de la Carta Fundamental.

Respecto  a  la  alegaci n  de  que  la  sanci n  propuesta  repugna  eló ó  

principio de proporcionalidad, refiere que se tom  en consideraci n, comoó ó  

criterio de proporcionalidad,  la baja gravedad de la falta cometida y las 

circunstancias  atenuantes,  raz n  por  la  cual  la  sanci n  impuesta  seó ó  

encuentra en el l mite inferior del rango legal.í

Por  otro  lado,  expresa  que  el  recurrente  don  Mario  Valderrama, 

Fiscal de la Superintendencia de Pensiones, detenta legitimidad pasiva para 

ser  sancionado,  pues  en  el  contexto  de  la  Ley  de  Transparencia,  los 

deudores de las obligaciones impuestas por sta, en especial, de la deuda deé  

cumplimiento  del  principio  de  transparencia,  no  solo  es  de  quien  se 

desempe e como jefe superior del servicio, sino que, m s all  de este, abarcañ á á  

a las autoridades del rgano obligado, cualquiera sea el nombre con el cualó  

se las designe, y a los funcionarios que se desempe an en la Administraci nñ ó  
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del Estado. En este caso, el Sr. Valderrama en su calidad de Jefe de la 

Fiscal a,  a  la  que  pertenece  la  Unidad  encargada  de  la  gesti n  de  lasí ó  

solicitudes  de acceso a informaci n  p blica,  detentaba la responsabilidadó ú  

respecto de la gesti n y tramitaci n de las mismas y, por tanto, se debeó ó  

considerar  que  se  encuentra  dentro  de  los  sujetos  que  pueden  ser 

sancionados por los hechos descritos en la formulaci n de cargos.ó

Finalmente solicita el rechazo de la acci n de protecci n.ó ó

Tercero:  Que el recurso de protecci n de garant as constitucionales,ó í  

consagrado en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ó í ú  

constituye jur dicamente una acci n de evidente car cter cautelar destinadaí ó á  

a amparar el libre ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que ení  

esa misma disposici n se enuncian, mediante la adopci n de medidas deó ó  

resguardo ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que impida, amague oó  

perturbe ese ejercicio.  Es requisito indispensable de la acci n cautelar deó  

protecci n, por tanto, la existencia actual de un acto o una omisi n ilegal oó ó  

arbitraria que provoque algunas de las situaciones que se han indicado, de 

manera tal de situarse la Corte en posici n de adoptar alguna medida queó  

contrarreste,  neutralice  o  anule  los  efectos  indeseables  de  esa  acci n  uó  

omisi n.ó

Asimismo, la acci n de protecci n no constituye una instancia por laó ó  

que  se  persiga  una  suerte  de  debate  respecto  de  la  procedencia  o 

improcedencia de un derecho, sino, que su real objeto, est  constituido porá  

la cautela de un derecho indubitado.

Cuarto:  Que  los  recurrentes  sostienen  que  la  sanci n  de  multaó  

impuesta  mediante  el  acto  recurrido,  sustentada  en  lo  dispuesto  por  el 

art culo 45 de la Ley N  20.285, sobre acceso a la informaci n p blica,í º ó ú  

resulta  jur dicamente  improcedente  en una triple  vertiente:  a)  porque laí  

norma citada no resultar a aplicable en la especie, ya que los recurrentes noí  

han negado infundadamente la entrega de la informaci n, la que solo se vioó  

demorada  por  la  oposici n  del  tercero  interesado;  b)  porque  la  sanci nó ó  

impuesta  ser a  adem s  desproporcionada,  considerando  que  la  demoraí á  

antedicha no fue superior a dos d as h biles; y c) por cuanto el recurrenteí á  

don Mario Valderrama Venegas, en su calidad de Jefe de la Fiscal a a laí  

que pertenece la Unidad encargada de la gesti n de las solicitudes de accesoó  

a informaci n p blica, no tiene el car cter de jefe superior del servicio  y,ó ú á “ ”  

en concreto, de la Superintendencia de Pensiones.
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Quinto:  Que  el  art culo  3  de  la  Ley  N  20.285  consagra  laí º  

transparencia en el ejercicio de la funci n p blica como principio rector deó ú  

todo su articulado, en t rminos tales que sta pueda ser conocida en cuantoé é  

a sus contenidos, procedimientos y a las decisiones que adopten los rganosó  

que la ejercen. Para describirlo, el art culo 4 de la misma ley se ala que elí ñ  

referido principio “consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos,  

resoluciones, procedimientos y documentos de la Administraci n, as  comoó í  

la de sus fundamentos, y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa  

informaci n,  a  trav s  de  los  medios  y  procedimientos  que  al  efectoó é  

establezca la ley ;”  mientras que el art culo 5  fija a su turno su concretoí  

mbito de aplicaci n material, al considerar como informaci n de car cterá ó ó á  

p blico:ú

( ) los actos y resoluciones de los rganos de la Administraci n del“ … ó ó  

Estado,  sus  fundamentos,  los  documentos  que  les  sirvan  de  sustento  o  

complemento directo y esencial, y los procedimientos que se utilicen para su  

dictaci n, son p blicos, salvo las excepciones que establece esta ley y lasó ú  

previstas en otras leyes de qu rum calificado.ó ”

Asimismo,  es  p blica  la  informaci n  elaborada  con  presupuestoú ó  

p blico y toda otra informaci n que obre en poder de los rganos de laú ó ó  

Administraci n,  cualquiera  sea  su  formato,  soporte,  fecha  de  creaci n,ó ó  

origen,  clasificaci n  o  procesamiento,  a  menos  que  est  sujeta  a  lasó é  

excepciones se aladas.ñ ”

En correlato con el principio precitado, el art culo 10 de la misma leyí  

establece  y  reconoce  el  derecho  de  toda  persona  “a  solicitar  y  recibir 

informaci n de cualquier  rgano de la Administraci n del  Estado,  en laó ó ó  

forma y condiciones que establece esta ley”, precisando que dicho acceso 

comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actos,“  

resoluciones,  actas,  expedientes,  contratos  y  acuerdos,  as  como  a  todaí  

informaci n elaborada con presupuesto p blico, cualquiera sea el formato oó ú  

soporte en que se contenga, salvo las excepciones legales”; y todo a la luz 

-entre  otros-  del  principio  de  m xima  divulgaci n,  seg n  el  cual  á ó ú los“  

rganos de la Administraci n del Estado deben proporcionar informaci nó ó ó  

en  los  t rminos  m s  amplios  posibles,  excluyendo s lo  aquello  que  esté á ó é  

sujeto a las excepciones constitucionales o legales” (art culo 11, letra d), yí  

del  principio  de  oportunidad,  conforme  al  cual  los  rganos  de  la“ ó  

Administraci n del Estado deben proporcionar respuesta a las solicitudes deó  
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informaci n dentro de los plazos legales, con la m xima celeridad posible yó á  

evitando todo tipo de tr mites dilatorios  á ” (art culo 11 letra h).í

En este ltimo sentido, el art culo 14 del mismo cuerpo normativo fijaú í  

la  oportunidad  en  la  que  el  rgano  requerido  debe  responder  a  losó  

requerimientos de informaci n que se le formulan, ya sea entreg ndola oó á  

deneg ndola fundadamente. Para ello, la disposici n citada establece que  laá ó  

autoridad  o  jefatura  o  jefe  superior  del  rgano  o  servicio  de  laó  

Administraci n  del  Estado  requerido,  ó deber  pronunciarse  sobre  la“ á  

solicitud, sea entregando la informaci n solicitada o neg ndose a ello, en unó á  

plazo  m ximo de veinte  d as  h biles,  contado desde  la  recepci n  de  laá í á ó  

solicitud que cumpla con los requisitos del art culo 12 ,í ”  agregando luego 

que dicho plazo podr  ser prorrogado excepcionalmente por otros diez d asá í  

h biles, en los casos que all  se indicaná í

A su turno, el art culo 16 de la Ley N  20.285, establece:  í º

La autoridad o jefatura o jefe superior del rgano o servicio de la“ ó  

Administraci n  del  Estado,  requerido,  estar  obligado  a  proporcionar  laó á  

informaci n que se le solicite, salvo que concurra la oposici n regulada enó ó  

el art culo 20 o alguna de las causales de secreto o reserva que establece laí  

ley.

En  estos  casos,  su  negativa  a  entregar  la  informaci n  deberó á 

formularse por escrito, por cualquier medio, incluyendo los electr nicos.ó

Adem s, deber  ser fundada, especificando la causal legal invocada yá á  

las razones que en cada caso motiven su decisi n. Todo abuso o exceso enó  

el  ejercicio  de  sus  potestades,  dar  lugar  a  las  acciones  y  recursosá  

correspondientes. 

La  resoluci n  denegatoria  se  notificar  al  requirente  en  la  formaó á  

dispuesta en el inciso final del art culo 12 y la reclamaci n reca da en ellaí ó í  

se deducir  con arreglo a lo previsto en los art culos 24 y siguientes.á í ”

Por ltimo, el art culo 45 de la citada ley sanciona el incumplimientoú í  

injustificado del deber antes indicado, en los t rminos siguientes: é

La autoridad o jefatura o jefe superior del rgano o servicio de la“ ó  

Administraci n  del  Estado,  requerido,  que  hubiere  denegadoó  

infundadamente el acceso a la informaci n, contraviniendo, as , lo dispuestoó í  

en  el  art culo  16,  ser  sancionado  con  multa  de  20%  a  50%  de  suí á  

remuneraci n.ó ”

Sexto:  Que de las  normas antes  citadas se desprende,  en primer 
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lugar, que el funcionario obligado a entregar la informaci n p blica de queó ú  

se trata, con la celeridad y oportunidad ya apuntadas, no es solo el jefe 

superior  del  servicio  p blico  respectivo,  como entiende el  recurrente  Sr.ú  

Valderrama, sino la autoridad o  la jefatura o  el se alado jefe superior,“ ” “ ” ñ  

abarcando as  la norma a todos los funcionarios superiores que tengan a suí  

cargo y bajo su responsabilidad la atenci n y curse de las solicitudes deó  

entrega de la informaci n de que se trate. ó

Por lo anterior, y trat ndose en este caso del Jefe de la Fiscal a de laá í  

Superintendencia  de  Pensiones,  a  la  que  pertenece  como  ya  se  dijo  la 

Unidad encargada de la gesti n de las solicitudes de acceso a informaci nó ó  

p blica, la sanci n a que se refiere el art culo 45 antes mencionado resultaú ó í  

pertinente y perfectamente aplicable en cuanto tal  jefatura . “ ”

S ptimo:  é Que  en  lo  concerniente  al  error  de  tipicidad  que 

denuncian los recurrentes, estima esta Corte que en la especie aquel no se 

configura.

Es  un  hecho  no  controvertido  por  las  partes  que,  requerida  la 

Superintendencia de Pensiones en conformidad a la Ley N  20.285, para laº  

entrega  de  informaci n  consistente  en  la  identificaci n  completa  de  laó ó  

funcionaria  jefe  de la  sucursal  de Maip  de AFP PROVIDA ,  aquellaú “ ”  

omiti  dar respuesta en el plazo m ximo legal establecido en el art culo 14ó á í  

ya mencionado, a pretexto de la oposici n planteada previamente por laó  

citada  funcionaria.  Las  partes  est n  contestes,  adem s,  en  que  dichaá á  

respuesta  -que  en  este  caso  fue  adem s  negativa-  fue  emitida  dos  d asá í  

h biles despu s de haber vencido el se alado plazo legal.á é ñ

Asentado lo anterior, a juicio de esta Corte la omisi n injustificada deó  

pronunciamiento respecto de un requerimiento de informaci n p blica, enó ú  

el plazo y en la forma establecidos en la ley, constituye precisamente una 

forma de negativa infundada de acceso a la informaci n y, con ello, unaó  

infracci n a los principios de celeridad y de oportunidad que establece laó  

ley, lo que se en encuentra expresamente sancionado por el art culo 45 yaí  

citado.  Por  contrapartida,  sostener  que  la  demora  o  retardo  en  dicho 

pronunciamiento  no  es  asimilable  a  una  negativa  infundada  del  rganoó  

p blico,  implicar a  aceptar  que  el  cumplimiento  del  plazo  m ximoú í á  

establecido en el art culo 14 de la LT no se debe a ese expreso mandatoí  

legal, sino que a la mera discrecionalidad de la autoridad, jefatura o jefe de 

servicio requerido cuando ha mediado oposici n de tercero, postulado steó é  
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que resulta jur dicamente inatendible.í

Octavo:  Que en cuanto a la falta de proporcionalidad de la sanci nó  

impuesta, debe consignarse nicamente que de conformidad al art culo 27ú í  

de  la  LT,  el  CPLT  se  encuentra  facultado  para  imponer  multas  que 

fluct an entre el 20% y el 50% de la remuneraci n de la autoridad, jefaturaú ó  

o  jefe  de  servicio,  de  manera  que,  este  este  caso,  la  aplicada  a  los 

recurrentes se encuentra incluso en el rango m s bajo que la norma permiteá  

aplicar, lo que descarta toda posible desproporcionalidad entre la conducta 

reprochada y la sanci n impuesta.ó

Noveno:  Que por todo lo expuesto, y no existiendo en la especie 

acto ilegal o arbitrario que pueda ser reparado por esta Corte, el presente 

arbitrio constitucional deber  ser desechado.á

Por estas consideraciones y de conformidad, adem s con lo dispuestoá  

en el  art culo 20 de la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica y el  Autoí ó í ú  

Acordado  de  esta  Corte,  sobre  Tramitaci n  y  Fallo  del  Recurso  deó  

Protecci n de Garant as Constitucionales, ó í se rechaza , sin costas, el recurso 

de protecci n interpuesto por don Mario Rodrigo Valderrama Venegas yó  

don  Osvaldo  Alejandro  Mac as  Mu oz,  en  contra  del  Consejo  para  laí ñ  

Transparencia.

Reg strese,  comun quese y arch vese en su oportunidadí í í

Redacci n del Abogado Integrante Eduardo Jequier Lehued .ó é

Protecci n N  98.938-2022.ó º
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Pronunciado por la Tercera Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por los Ministros (as) Alejandro

Rivera M., Alejandro Aguilar B. y Abogado Integrante Eduardo Jequier L. Santiago, siete de junio de dos mil veintitrés.

En Santiago, a siete de junio de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2023, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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